
I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
4972 Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo, por el que se adoptan medidas 

urgentes en el marco del Plan Nacional de respuesta a las consecuencias 
económicas y sociales de la guerra en Ucrania.

I

La invasión de Ucrania por parte de Rusia está generando importantes 
consecuencias en todos los órdenes. Por un lado, desde el punto de vista humanitario, 
ha dado lugar al desplazamiento de millones de refugiados, que siguen llegando a la 
Unión Europea. Asimismo, el inicio de la guerra impide el regreso a Ucrania de muchos 
ucranianos que se encuentran en situación de estancia en nuestro país (actualmente en 
torno a 114.000).

Por otro, ha agravado el choque de oferta que viene sufriendo la economía europea 
desde el verano de 2021 a causa de la escalada del precio del gas natural y ha añadido 
además una elevada incertidumbre respecto a su duración e intensidad. El precio del gas 
natural, que, dado el diseño del mercado eléctrico europeo determina en gran medida el 
precio de la electricidad, se ha multiplicado por cinco en un año, subiendo un 25 % 
desde el inicio de la invasión. El petróleo casi ha doblado su precio durante el último año, 
subiendo un 20% desde finales de febrero de 2022, mientras el precio del trigo ha 
aumentado el 30 % en el mismo periodo. Se ha producido así un aumento abrupto y 
generalizado de costes de las materias primas y los bienes intermedios, añadido al que 
ya se venía produciendo como consecuencia de los cuellos de botella en las cadenas de 
producción debidos a las fricciones generadas por la rápida recuperación económica tras 
la pandemia. Las consecuencias económicas de esta evolución son un aumento de la 
tasa de inflación y una ralentización del ritmo de crecimiento.

España está entre los Estados Miembros de la Unión Europea menos expuestos a 
los efectos directos de la invasión de Ucrania. La diversificación de las fuentes de 
aprovisionamiento de gas es muy alta y la relación comercial, de inversión y financiera 
con Rusia y Ucrania es modesta. Sin embargo, los efectos económicos indirectos son 
considerables, sobre todo a través del aumento del precio del gas y del petróleo, pero 
también a través del encarecimiento o la escasez de otras materias primas agrícolas y 
minerales.

El choque de oferta para la economía europea asociado a la escalada de los precios 
de la energía puede ser de una intensidad semejante a la del segundo choque del 
petróleo de finales de los años setenta del siglo pasado. La economía española afronta 
esta situación desde una posición sólida, con el nivel de empleo más alto desde 2008 y 
en plena ejecución del programa de reformas e inversiones del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, que tiene en la transición energética uno de sus cuatro 
ejes principales. No obstante, la tasa de inflación ha subido desde un nivel cercano a 
cero a principios de 2021 hasta situarse por encima del 5 %, reflejando primero el 
impacto directo de los precios de la energía y, de manera más reciente, su traslación a 
los precios de los bienes y servicios que la utilizan en sus procesos de producción. La 
subida de los precios de la energía está afectando de manera particular a aquellos 
sectores que la utilizan de manera intensiva y tienen poca capacidad de trasladarla a 
precios, como el transporte por carretera, la pesca, la agricultura y la ganadería. La 
subida de los precios de la electricidad y su efecto sobre la inflación afectan también a la 
renta disponible de los hogares, en particular a la de los más vulnerables.

La respuesta europea a la agresión injustificada a Ucrania está guiada por tres 
principios: unidad, determinación y solidaridad. El 4 de marzo de 2022, el Consejo de la 
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facturación y contratación de consumidores de manera individualizada de los 
consumidores de energía eléctrica.

La disposición final decimoctava modifica los apartados 1 y 3 del artículo 22 del Real 
Decreto 413/2014, de 6 de junio, por el que se regula la actividad de producción de 
energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos.

La disposición final decimonovena establece la modificación de los artículos 20 y 24 
del Real Decreto 1075/2014 de 19 de diciembre, sobre la aplicación a partir de 2015 de 
los pagos directos a la agricultura y a la ganadería y otros regímenes de ayuda, así como 
sobre la gestión y control de los pagos directos y de los pagos al desarrollo rural.

La disposición final vigésima modifica el artículo 8 del Real Decreto 198/2015, de 23 
de marzo, por el que desarrolla el artículo 112 bis del texto refundido de la Ley de Aguas 
y se regula el canon de utilización de las aguas continentales para la producción de 
energía eléctrica en las demarcaciones intercomunitarias, relativo al cálculo del 
expresado canon.

Por medio de la disposición final vigésima primera se añade un apartado 5 al 
artículo 32 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, que contempla la posibilidad de ampliación de los 
plazos de los procedimientos administrativos en caso de un ciberincidente. Ello supone 
para las diferentes administraciones públicas un elemento de refuerzo de adicional 
respecto de la ampliación de plazos ya prevista en el apartado 4, tanto porque el 
presupuesto de hecho de esta son meras incidencias técnicas y no un ciberataque grave 
y porque se plantea ahora una ampliación de plazos con carácter general para todos 
aquellos procedimientos soportados desde los sistemas o servicios atacados y no un 
acuerdo de ampliación de plazos procedimiento a procedimiento

En virtud de la disposición final vigésima segunda se añade una disposición adicional 
trigésima y se modifica el artículo 142 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, referido a las técnicas de colaboración, con la finalidad de 
establecer un modelo seguro de gestión transparente de la información que permita el 
libre y ágil acceso a la información pública y privada para facilitar el desarrollo de 
servicios digitales de alto valor añadido orientados al ciudadano y así promover y facilitar 
la creación de repositorios de datos accesibles que faciliten la creación de servicios de 
valor añadido basados en datos de los sectores públicos y potencialmente en los 
privados, mediante la creación de una plataforma transversal de datos compartidos entre 
empresas y la Administración, y entre Administraciones.

La disposición final vigésima tercera establece la modificación del artículo 3, el 
apartado 2 del artículo 8, el apartado 6 del artículo 9, el artículo 10, la disposición 
adicional segunda y el apartado 2 del anexo I del Real Decreto 897/2017, de 6 de 
octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras 
medidas de protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica. 
Asimismo, como consecuencia de los fallos de las Sentencias del Tribunal Supremo 
de 31 de enero de 2022 y concordantes, se incorpora a dicho texto legal un capítulo IV, 
con la denominación de «Financiación del coste del suministro de electricidad del 
consumidor en riesgo de exclusión social», conformado por el artículo 12; el capítulo V, 
bajo la rúbrica de «Mecanismo de financiación del bono social y del coste del suministro 
de electricidad del consumidor en riesgo de exclusión social», integrado por los 
artículos 12 a 17, ambos inclusive; y una disposición adicional cuarta, sobre las 
referencias a la unidad de convivencia en dicho real decreto.

La disposición final vigésima cuarta dispone la modificación de los apartados 6 y 7 
del artículo 2, el artículo 3 y el apartado 1 del artículo 6 de la Orden ETU/943/2017, de 6 
de octubre, por la que se desarrolla el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el 
que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de 
protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica. E, igualmente, añade 
un apartado 4 al artículo 6, relativo a la actuación del COR, y un anexo I, en el que se 
contiene la solicitud del bono social.
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6. El periodo impositivo del canon coincidirá con el año natural, o la fracción 
del año transcurrido desde el inicio o al cese de la actividad».

Disposición final vigésima primera. Modificación de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Se añade un apartado 5 al artículo 32 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, con la siguiente 
redacción:

«5. Cuando como consecuencia de un ciberincidente se hayan visto 
gravemente afectados los servicios y sistemas utilizados para la tramitación de los 
procedimientos y el ejercicio de los derechos de los interesados que prevé la 
normativa vigente, la Administración podrá acordar la ampliación general de 
plazos de los procedimientos administrativos.»

Disposición final vigésima segunda. Modificación de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público.

La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, queda 
modificada como sigue:

Uno. Se modifica el artículo 142 en los siguientes términos:

«Artículo 142. Técnicas de colaboración.

Las obligaciones que se derivan del deber de colaboración se harán efectivas 
a través de las siguientes técnicas:

a) El suministro de información, datos, documentos o medios probatorios que 
se hallen a disposición del organismo público o la entidad al que se dirige la 
solicitud y que la Administración solicitante precise disponer para el ejercicio de 
sus competencias.

b) La colaboración a fin de proporcionar la inclusión en un sistema integrado 
de información de las respectivas áreas personalizadas o carpetas ciudadanas, o 
determinadas funcionalidades de las mismas, de forma que el interesado pueda 
acceder a sus contenidos, notificaciones o funcionalidades mediante 
procedimientos seguros que garanticen la integridad y confidencialidad de los 
datos de carácter personal, independientemente de cuál haya sido el punto de 
acceso.

c) El desarrollo de la Plataforma Digital de Colaboración entre las 
Administraciones Públicas como instrumento destinado a facilitar las relaciones y 
el soporte electrónico de los órganos integrantes del sistema de Conferencias 
Sectoriales y en general de los órganos de cooperación, así como de otras de 
plataformas comunes para el intercambio de datos en el ámbito de todas las 
administraciones públicas.

d) La creación y mantenimiento de sistemas integrados de información 
administrativa con el fin de disponer de datos actualizados, completos y 
permanentes referentes a los diferentes ámbitos de actividad administrativa en 
todo el territorio nacional.

e) El deber de asistencia y auxilio, para atender las solicitudes formuladas 
por otras Administraciones para el mejor ejercicio de sus competencias, en 
especial cuando los efectos de su actividad administrativa se extiendan fuera de 
su ámbito territorial.

f) Cualquier otra prevista en una Ley.»
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Dos. Se incluye una nueva disposición adicional trigésima con el siguiente tenor 
literal:

«Disposición adicional trigésima. Plataforma Digital de Colaboración entre las 
Administraciones Públicas. 

1. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital y el 
Ministerio de Política Territorial impulsarán mediante orden ministerial conjunta las 
medidas necesarias para la creación y el funcionamiento de la Plataforma Digital 
de Colaboración entre las Administraciones Públicas como instrumento destinado 
a facilitar las relaciones y el soporte electrónico de los órganos integrantes del 
sistema de Conferencias Sectoriales y en general de los órganos de cooperación.

2. En aplicación del principio de colaboración, las Administraciones Públicas 
designarán los Puntos de Contacto correspondientes para atender las diversas 
funcionalidades de la Plataforma.

3. Reglamentariamente se regulará la configuración y régimen de 
funcionamiento de la Plataforma que, en cualquier caso, se adaptará a los criterios 
y directrices que sucesivamente establezca la Conferencia Sectorial de 
Administración Pública o, en su caso, la Comisión Sectorial de Administración 
Electrónica como órgano dependiente de aquélla.»

Disposición final vigésima tercera. Modificación del Real Decreto 897/2017, de 6 de 
octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y 
otras medidas de protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica.

Se modifica el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la figura 
del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los 
consumidores domésticos de energía eléctrica, de la siguiente manera:

Uno. El artículo 3 queda redactado como sigue:

«1. A los efectos de este real decreto y demás normativa de aplicación, 
tendrá la consideración de consumidor vulnerable la persona titular de un punto de 
suministro de electricidad en su vivienda habitual que, siendo persona física, esté 
acogida al precio voluntario para el pequeño consumidor (PVPC) y cumpla los 
restantes requisitos del presente artículo.

2. Para que un consumidor de energía eléctrica pueda ser considerado 
consumidor vulnerable, deberá cumplir alguno de los requisitos siguientes:

a) Que su renta o, en caso de formar parte de una unidad de convivencia, la 
renta conjunta anual de la unidad de convivencia a la que pertenezca sea igual o 
inferior a 1,5 veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) 
de 14 pagas.

Cuando la unidad de convivencia esté formada por más de una persona, el 
multiplicador de renta respecto al índice IPREM de 14 pagas se incrementará 
en 0,3 por cada miembro adicional mayor de edad que conforme la unidad de 
convivencia y 0,5 por cada menor de edad de la unidad de convivencia.

A los efectos de este real decreto, se considera unidad de convivencia la 
constituida por todas las personas que residan en un mismo domicilio y que estén 
unidas entre sí por vínculo matrimonial o como pareja de hecho en los términos 
del artículo 221.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, o 
por vínculo hasta el segundo grado de consanguinidad, afinidad, adopción, y otras 
personas con las que conviva en virtud de guarda con fines de adopción o 
acogimiento familiar permanente.

En ningún caso, una misma persona podrá formar parte de dos o más 
unidades de convivencia.

b) Estar en posesión del título de familia numerosa.
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